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TEXTO APROBADO AL PROYECTO DE ACTO 
LEGISLATIVO NÚMERO 12 DE 2012 SENADO, 

116 DE 2012 CÁMARA
Aprobado en sesión plenaria del Senado  

de la República el día 4 de diciembre de 2012
C -

ción P
Congreso de la República de los colombianos residen-

.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. El artículo 176 de la Constitución que-

dará así:
Artículo 176. -

especiales.

-

-
-

-

Parágrafo 1°.

Parágrafo 2°.

Parágrafo transitorio.  Congreso de la República 

-

-
-
-

-

Artículo 2°. El presente acto legislativo rige a partir 
de la ec a de su publicación y modi ca, adiciona el pa-
rágrafo 6° del artículo 176 de la Constitución Política.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo estable-
cido al artículo 182 de la Ley 5a de 1992, me permito 
presentar el te to de nitivo aprobado en sesión Plena-
ria del Senado de la República el día 4 de diciembre de 
2012, al Proyecto de Acto Legislativo número 12 de 
2012 Senado, 116 de 2012 Cámara, por el cual se mo-

-
, y de 

esta manera continúe su trámite legal y reglamentario 
en la honorable Cámara de Representantes.

El presente texto fue aprobado en plenaria de Senado 
el 4 de diciembre de 2012 sin modi caciones.

El Secretario General,
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TEXTO APROBADO AL PROYECTO DE ACTO 
LEGISLATIVO NÚMERO 16 DE 2012 SENADO, 

192 DE 2012 CÁMARA
Aprobado en Segunda Vuelta en la Sesión Plenaria 
del Senado de la República el día 11 de diciembre 

de 2012
 

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Adiciónese el artículo 116 de la Consti-
tución Política con los siguientes incisos:

Créase un Tribunal de Garantías Penales que tendrá 
competencia en todo el territorio nacional y en cual-
quier jurisdicción penal, y ejercerá las siguientes fun-
ciones:

1. De manera preferente, servir de juez de control 
de garantías en cualquier investigación o proceso penal 
que se adelante contra miembros de la Fuerza Pública.

2. De manera preferente, controlar la acusación pe-
nal contra miembros de la Fuerza Pública, con el n de 
garantizar que se cumplan los presupuestos materiales 
y formales para iniciar el juicio oral.

3. De manera permanente, dirimir los con ictos de 
competencia que ocurran entre la Jurisdicción Ordina-
ria y la Jurisdicción Penal Militar.

4. Las demás funciones que le asigne la ley.
El Tribunal de Garantías estará integrado por ocho 

(8) Magistrados, cuatro (4) de los cuales serán miem-
bros de la Fuerza Pública en retiro. Sus miembros serán 
elegidos por la Sala de Gobierno de la Corte Suprema 
de Justicia, la Sala de Gobierno del Consejo de Estado 
y la Corte Constitucional en pleno. Los miembros de 
la Fuerza Pública en retiro de este Tribunal serán ele-
gidos de cuatro (4) ternas que enviará el Presidente de 
la República.

Una ley estatutaria establecerá los requisitos exigi-
dos para ser Magistrado, el régimen de inhabilidades 
e incompatibilidades, el mecanismo de postulación de 
candidatos, el procedimiento para su selección y demás 
aspectos de organización y funcionamiento del Tribu-
nal de Garantías Penales.

Parágrafo transitorio. El Tribunal de Garantías Pe-
nales empezará a ejercer las funciones asignadas en 
este artículo, una vez entre en vigencia la ley estatutaria 
que lo reglamente.

Artículo 2°. Adiciónese al artículo 152 de la Consti-
tución Política un literal g), así:

g) Las materias expresamente señaladas en los artí-
culos 116 y 221 de la Constitución, de conformidad con 
el presente acto legislativo.

Artículo 3°. El artículo 221 de la Constitución Polí-
tica quedará así:

De los delitos cometidos por los miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo, y en relación con el 
mismo servicio, conocerán las cortes marciales o tri-
bunales militares, con arreglo a las prescripciones del 
Código Penal Militar. Tales cortes o tribunales estarán 
integrados por miembros de la Fuerza Pública en servi-
cio activo o en retiro.

En ningún caso la Justicia Penal Militar o policial 
conocerá de los crímenes de lesa humanidad, ni de los 
delitos de genocidio, desaparición forzada, ejecución 
extrajudicial, violencia sexual, tortura y desplazamien-
to forzado. Las infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario cometidas por miembros de la Fuerza 
Pública, salvo los delitos anteriores, serán conocidas 

exclusivamente por las cortes marciales o tribunales 
militares o policiales.

Cuando la conducta de los miembros de la Fuerza 
Pública en relación con un con icto armado sea in-
vestigada y juzgada por las autoridades judiciales, se 
aplicará siempre el Derecho Internacional Humanita-
rio. Una ley estatutaria especi cará sus reglas de inter-
pretación y aplicación, y determinará la forma de ar-
monizar el derecho penal con el Derecho Internacional 
Humanitario.

Si en desarrollo de una acción, operación o proce-
dimiento de la Fuerza Pública, ocurre alguna conducta 
que pueda ser punible y exista duda sobre la compe-
tencia de la Justicia Penal Militar, excepcionalmente 
podrá intervenir una comisión técnica de coordinación 
integrada por representantes de la jurisdicción penal 
militar y de la jurisdicción penal ordinaria, apoyada 
por sus respectivos órganos de policía judicial. La ley 
estatutaria regulará la composición y funcionamiento 
de esta comisión, la forma en que será apoyada por los 
órganos de policía judicial de las jurisdicciones ordi-
narias y penal militar y los plazos que deberá cumplir.

La ley ordinaria podrá crear juzgados y tribunales 
penales policiales, y adoptar un Código Penal Policial.

La ley estatutaria desarrollará las garantías de au-
tonomía e imparcialidad de la Justicia Penal Militar. 
Además, una ley ordinaria regulará una estructura y un 
sistema de carrera propio e independiente del mando 
institucional.

Créase un fondo destinado especí camente a nan-
ciar el Sistema de Defensa Técnica y Especializada de 
los miembros de la Fuerza Pública, en la forma en que 
lo regule la ley bajo la dependencia, orientación y coor-
dinación del Ministerio de Defensa Nacional.

Los miembros de la Fuerza Pública cumplirán la 
detención preventiva en centros de reclusión estableci-
dos para ellos y a falta de estos, en las instalaciones de 
la unidad a que pertenezcan. Cumplirán la condena en 
centros penitenciarios y carcelarios establecidos para 
miembros de la Fuerza Pública.

Artículo 4°.  Los procesos penales que 
se adelantan contra los miembros de la Fuerza Pública 
por los delitos que no tengan relación con el servicio 
o por los delitos expresamente excluidos del conoci-
miento de la Justicia Penal Militar de acuerdo a los 
incisos 1° y 2° del artículo 3° del presente acto legis-
lativo y que se encuentran en la justicia ordinaria, con-
tinuarán en esta. La Fiscalía General de la Nación, en 
coordinación con la Justicia Penal Militar, contará con 
un periodo de hasta un (1) año para identi car todos 
los procesos que se adelantan contra los miembros de 
la Fuerza Pública, y trasladar a la Justicia Penal Mili-
tar aquellos donde no se cumplan los supuestos para la 
competencia de la jurisdicción ordinaria. En el marco 
de esa coordinación, se podrá veri car si algún proceso 
especí co que cursa en la Justicia Penal Militar podría 
ser de competencia de la Justicia Ordinaria.

Artículo 5°. . Facúltese por tres (3) meses 
al Presidente de la República para expedir los decretos 
con fuerza de ley necesarios para poner en marcha el 
Fondo de Defensa Técnica y Especializada de que tra-
ta el presente acto legislativo, Los decretos expedidos 
bajo esta facultad regirán hasta que el Congreso expida 
la ley que regule la materia.

Artículo 6°. El presente acto legislativo rige a partir 
de la fecha de su promulgación.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo estable-
cido al artículo 182 de la Ley 5a de 1992, me permito 
presentar el texto de nitivo aprobado en segunda vuel-
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ta en sesión Plenaria del Senado de la República el día 
11 de diciembre de 2012, al Proyecto de Acto Legis-
lativo número 16 de 2012 Senado, por la cual se re-

 Y de esta manera, continúe su 
trámite legal y reglamentario en la honorable Cámara 
de Representantes.

El presente texto fue aprobado en segunda vuelta en 
la plenaria de Senado el 11 de diciembre de 2012 sin 
modi caciones.

El Secretario General,
.

* * *
TEXTO APROBADO AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 52 DE 2012 SENADO, 225 DE 2012  

CÁMARA
Aprobado en Sesión Plenaria del Senado  

de la República el día 11 de diciembre de 2012
-
-

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°.  Declarar patrimonio cultural 
inmaterial de la Nación el Folclore Veleño, el Festival 
Nacional de la Guabina y el Tiple de Vélez (Santan-
der)  el des je de las Flores de Vélez, Santander, y la 
Parranda Veleña, a la vez que se les brinda protección a 
sus diversas expresiones.

Artículo 2°. La Nación, a través del Ministerio del 
Interior y del Ministerio de Cultura, contribuirá al fo-
mento, divulgación, desarrollo de programas y proyec-
tos que adelanta el municipio de Vélez (Santander) y 
sus fuerzas vivas para exaltar este municipio como ciu-
dad ejemplo para los colombianos.

Artículo 3°. Autorízase al Ministerio de Cultura su 
concurso en la modernización del Festival Nacional de 
la Guabina y el Tiple de Vélez, Santander, como patri-
monio cultural inmaterial de la Nación, en el siguiente 
aspecto:

- Organización del Festival Nacional de la Guabina 
y el Tiple de Vélez (Santander), promoviendo la inte-
racción de la cultura nacional con la universal.

Artículo 4°. y  A par-
tir de la promulgación de la presente ley y conforme a 
lo establecido en los artículos 288, 334, 341 y 345 de 
la Constitución Política, las competencias establecidas 
en la Ley 715 de 2001 y sus decretos reglamentarios, 
la Ley 819 de 2003, se autoriza al Gobierno Nacional 
para que incorpore dentro del Presupuesto General de 
la Nación e impulse a través del Sistema Nacional de 
Co nanciación, las apropiaciones necesarias que per-
mitan la construcción, adecuación y dotación de las 
siguientes obras:

• Remodelación y mantenimiento del Parque Nacio-
nal del Folclore de Vélez, Santander.

• Construcción de escenarios adecuados para la rea-
lización del Festival Nacional de la Guabina y el Tiple 
y cualquier evento de tipo cultural folclórico en el mu-
nicipio de Vélez, Santander.

• Construcción y adecuación de escuelas folclóricas 
en el municipio de Vélez, Santander, que sirvan de apo-
yo a las expresiones auténticas de los eventos declara-
dos patrimonio cultural en la presente ley.

Las apropiaciones autorizadas en el Presupuesto Ge-
neral de la Nación deberán contar para su ejecución con 
los respectivos programas y proyectos de inversión.

Artículo 5°. Reconózcase a los creadores y gestores 
culturales que participen en las tradiciones folclóricas: 
el Festival Nacional de la Guabina y el Tiple de Vélez, 
Santander  el des le de las Flores de Vélez, Santander, 
y la Parranda Veleña, los estímulos señalados en la Ley 
397 de 1997, Ley 1185 de 2008 y su Decreto Regla-
mentario número 2941 de 2009.

Artículo 6°.  La presente ley rige a partir 
de la fecha de su promulgación.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo estableci-
do al artículo 182 de la Ley 5a de 1992, me permito pre-
sentar el texto de nitivo aprobado en sesión Plenaria del 
Senado de la República el día 11 de diciembre de 2012, 
al Proyecto de ley número 52 de 2012 Senado, 225 de 
2012 Cámara, 

 Y de 
esta manera continúe su trámite legal y reglamentario en 
la honorable Cámara de Representantes.

El Ponente,
.

El presente texto fue aprobado en Plenaria de Sena-
do el 11 de diciembre de 2012 sin modi caciones.

El Secretario General,
.

* * *
TEXTO DEFINITIVO APROBADOAL PROYEC-
TO DE LEY NÚMERO 65 DE 2012 SENADO, 
ACUMULADO CON EL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 31 DE 2012 SENADO
Aprobado en sesión plenaria el día 4 de diciembre 

de 2012
-
 
 

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Sustitúyase el Título II, Derecho de Pe-
tición, Capítulo I, Derecho de petición ante las autori-
dades-Reglas Generales, Capítulo II Derecho de peti-
ción ante autoridades-Reglas especiales y Capítulo III 
Derecho de petición ante organizaciones e instituciones 
privadas, artículos 13 a 33, de la Parte Primera de la 
Ley 1437 de 2011, por el siguiente:

TÍTULO II
DERECHO DE PETICIÓN

CAPÍTULO I
Derecho de petición ante autoridades

Reglas generales
Artículo 13.  

Toda persona tiene derecho 
a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en 
los términos señalados en este Código, por motivos de 
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interés general o particular, y a obtener pronta resolu-
ción completa y de fondo sobre la misma.

Toda actuación que inicie cualquier persona ante 
las autoridades implica el ejercido del derecho de pe-
tición consagrado en el artículo 23 de la Constitución 
Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, 
entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconoci-
miento de un derecho, la intervención de una entidad 
o funcionario, la resolución de una situación jurídi-
ca, la prestación de un servicio, requerir información, 
consultar, examinar y requerir copias de documentos, 
formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e in-
terponer recursos.

El ejercicio del derecho de petición es gratuito y 
puede realizarse sin necesidad de representación a tra-
vés de abogado, o de persona mayor cuando se trate 
de menores en relación con las entidades dedicadas 
a su protección o formación.

Artículo 14. 
Salvo norma legal especial 

y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá 
resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su 
recepción. Estará sometida a término especial la reso-
lución de las siguientes peticiones:

1. Las peticiones de documentos y de información 
deberán resolverse dentro de los diez (10) días si-
guientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado 
respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los 
efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido acep-
tada y, por consiguiente, la administración ya no podrá 
negar la entrega de dichos documentos al peticionario, 
y como consecuencia las copias se entregarán dentro de 
los tres (3) días siguientes.

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una 
consulta a las autoridades en relación con las materias 
a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) 
días siguientes a su recepción.

Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere po-
sible resolver la petición en los plazos aquí señalados, 
la autoridad debe informar esta circunstancia al intere-
sado, antes del vencimiento del término señalado en la 
ley expresando los motivos de la demora y señalando 
a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará 
respuesta, que no podrá exceder del doble del inicial-
mente previsto.

Artículo 15. -
nes. Las peticiones podrán presentarse verbalmente 
ante el funcionario competente y deberá quedar 
constancia de la misma, o por escrito, y a través de 
cualquier medio idóneo para la comunicación o trans-
ferencia de datos. Los recursos se presentarán confor-
me a las normas especiales de este Código.

Cuando una petición no se acompañe de los docu-
mentos e informaciones requeridos por la ley, en el acto 
de recibo la autoridad deberá indicar al peticionario los 
que falten.

Si este insiste en que se radique, así se hará dejando 
constancia de los requisitos o documentos faltantes. Si 
quien presenta una petición verbal pide constancia de 
haberla presentado, el funcionario la expedirá en forma 
sucinta.

Las autoridades podrán exigir que ciertas peticio-
nes se presenten por escrito, y pondrán a disposición 
de los interesados, sin costo, a menos que una ley ex-
presamente señale lo contrario, formularios y otros 
instrumentos estandarizados para facilitar su diligen-
ciamiento. En todo caso, los peticionarios no queda-
rán impedidos para aportar o formular con su petición 
argumentos, pruebas o documentos adicionales que los 

formularios no contemplen, sin que por su utilización 
las autoridades queden relevadas del deber de resolver 
sobre todos los aspectos y pruebas que les sean plan-
teados o presentados más allá del contenido de dichos 
formularios.

A la petición escrita se podrá acompañar una copia 
que, recibida por el funcionario respectivo con anota-
ción de la fecha y hora de su presentación, y del núme-
ro y clase de los documentos anexos, tendrá el mismo 
valor legal del original y se devolverá al interesado a 
través de cualquier medio idóneo para la comunicación 
o transferencia de datos. Esta autenticación no causará 
costo alguno al peticionario.

Parágrafo 1°. En caso de que la petición sea enviada 
a través de cualquier medio idóneo para la comunica-
ción o transferencia de datos, esta tendrá como datos de 
fecha y hora de radicación, así como el número y clase 
de documentos recibidos, los registrados en el medio 
por el cual se han recibido los documentos.

Parágrafo 2°. Ninguna autoridad podrá negarse 
a la recepción y radicación de solicitudes y peticio-
nes respetuosas.

Parágrafo 3°. Cuando la petición se presente ver-
-

o ante el servidor público competente. El Gobierno 
Nacional reglamentará la materia en un plazo no 
mayor a noventa (90) días, a partir de la promulga-
ción de la presente ley.

Artículo 16. Toda peti-
ción deberá contener, por lo menos:

1. La designación de la autoridad a la que se dirige.
2. Los nombres y apellidos completos del solicitan-

te y de su representante y o apoderado, si es el caso, con 
indicación de su documento de identidad y de la direc-
ción donde recibirá correspondencia. El peticionario 
podrá agregar el número de fax o la dirección electró-
nica. Si el peticionario es una persona privada que deba 
estar inscrita en el registro mercantil, estará obligada a 
indicar su dirección electrónica.

3. El objeto de la petición.
4. Las razones en las que fundamenta su petición.
5. La relación de los documentos que desee presen-

tar para iniciar el trámite.
6. La rma del peticionario cuando fuere el caso.
Parágrafo 1°. La autoridad tiene la obligación de 

examinar integralmente la petición, y en ningún caso 
la estimará incompleta por falta de requisitos o docu-
mentos que no se encuentren dentro del marco jurídico 
vigente, que no sean necesarios para resolverla o que se 
encuentren dentro de sus archivos.

Parágrafo 2°. En ningún caso podrá ser rechazada la 
petición por motivos de fundamentación inadecuada o 
incompleta.

Artículo 17. -
En virtud del principio de e cacia, cuando 

la autoridad constate que una petición ya radicada está 
incompleta o que el peticionario deba realizar una 
gestión de trámite a su cargo, necesaria para adoptar 
una decisión de fondo, y que la actuación pueda con-
tinuar sin oponerse a la ley, requerirá al peticionario 
dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha de 
radicación para que la complete en el término máximo 
de un (1) mes.

A partir del día siguiente en que el interesado aporte 
los documentos o informes requeridos, se reactivará el 
término para resolver la petición.
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Se entenderá que el peticionario ha desistido de su 
solicitud o de la actuación cuando no satisfaga el reque-
rimiento, salvo que antes de vencer el plazo concedido 
solicite prórroga hasta por un término igual.

Vencidos los términos establecidos en este artículo, 
sin que el peticionario haya cumplido el requerimiento, 
la autoridad decretará el desistimiento y el archivo del 
expediente, mediante acto administrativo motivado, 
que se noti cará personalmente, contra el cual única-
mente procede recurso de reposición, sin perjuicio de 
que la respectiva solicitud pueda ser nuevamente pre-
sentada con el lleno de los requisitos legales.

Artículo 18. 
Los interesados podrán desistir en cualquier tiempo de 
sus peticiones, sin perjuicio de que la respectiva soli-
citud pueda ser nuevamente presentada con el lleno de 
los requisitos legales, pero las autoridades podrán con-
tinuar de o cio la actuación si la consideran necesaria 
por razones de interés público; en tal caso expedirán 
resolución motivada.

Artículo 19. 
Toda petición debe ser respetuosa so pena 

de rechazo. Solo cuando no se comprenda la nalidad 
u objeto de la petición, esta se devolverá al interesado 
para que la corrija o aclare dentro de los diez (10) días 
siguientes. En caso de no corregirse o aclararse, se ar-
chivará la petición. En ningún caso se devolverán pe-
ticiones que se consideren inadecuadas o incompletas.

Respecto de peticiones reiterativas ya resueltas, la 
autoridad podrá remitirse a las respuestas anteriores, 
salvo que se trate de derechos imprescriptibles, o de 
peticiones que se hubieren negado por no acreditar re-
quisitos, siempre que en la nueva petición se subsane.

Artículo 20. Las 
autoridades darán atención prioritaria a las peticiones 
de reconocimiento de un derecho fundamental cuando 
deban ser resueltas para evitar un perjuicio irremediable 
al peticionario, quien deberá probar sumariamente la ti-
tularidad del derecho y el riesgo del perjuicio invocado.

Cuando por razones de salud o de seguridad perso-
nal esté en peligro inminente la vida o la integridad del 
destinatario de la medida solicitada, la autoridad adop-
tará de inmediato las medidas de urgencia necesarias 
para conjurar dicho peligro, sin perjuicio del trámite 
que deba darse a la petición. Si la petición la realiza un 
periodista, para el ejercicio de su actividad, se tramitará 
preferencialmente.

Artículo 21. Si la au-
toridad a quien se dirige la petición no es la competen-
te, se informará de inmediato al interesado si este actúa 
verbalmente, o dentro de los cinco (5) días siguientes 
al de la recepción, si obró por escrito.

Dentro del término señalado remitirá la petición al 
competente y enviará copia del o cio remisorio al peti-
cionario o en caso de no existir funcionario competente 
así se lo comunicará.

Los términos para decidir o responder se contarán a 
partir del día siguiente a la recepción de la petición por 
la autoridad competente.

Artículo 22. 
Las autoridades reglamentarán 

la tramitación interna de las peticiones que les correspon-
da resolver, y la manera de atender las quejas para garan-
tizar el buen funcionamiento de los servicios a su cargo.

Cuando más de diez (10) personas formulen peti-
ciones análogas, de información, de interés general 
o de consulta, la Administración podrá dar una única 
respuesta que publicará en un diario de amplia circula-
ción, la pondrá en su página web y entregará copias de 
la misma a quienes las soliciten.

Artículo 23. 
-

Los servidores de 
la Procuraduría General de la Nación, de la Defensoría 
del Pueblo, así como los personeros distritales y muni-
cipales, según la órbita de competencia, tienen el deber 
de prestar asistencia e caz e inmediata a toda persona 
que la solicite, para garantizarle el ejercicio del derecho 
constitucional de petición. Si fuere necesario, deberán 
intervenir ante las autoridades competentes con el obje-
to de exigirles, en cada caso concreto, el cumplimiento 
de sus deberes legales. Así mismo recibirán, en susti-
tución de dichas autoridades, las peticiones, quejas, re-
clamos o recursos que aquellas se hubieren abstenido 
de recibir, y se cerciorarán de su debida tramitación.

CAPÍTULO II
Derecho de petición ante autoridades

Reglas especiales
Artículo 24. -

dos. Solo tendrán carácter reservado las informaciones 
y documentos expresamente sometidos a reserva por la 
Constitución Política o la ley, y en especial:

1. Los relacionados con la defensa o seguridad na-
cionales.

2. Las instrucciones en materia diplomática o sobre 
negociaciones reservadas.

3. Los que involucren derechos a la privacidad e in-
timidad de las personas, incluidas en las hojas de vida, 
la historia laboral y los expedientes pensionales y demás 
registros de personal que obren en los archivos de las ins-
tituciones públicas o privadas, así como la historia clínica.

4. Los relativos a las condiciones nancieras de las 
operaciones de crédito público y tesorería que realice la 
Nación, así como a los estudios técnicos de valoración 
de los activos de la nación. Estos documentos e infor-
maciones estarán sometidos a reserva por un término 
de seis (6) meses contados a partir de la realización de 
la respectiva operación.

5. Los datos referentes a la información nanciera y 
comercial, en los términos de la Ley Estatutaria núme-
ro 1266 de 2008.

6. Los protegidos por el secreto comercial o indus-
trial, así como los planes estratégicos de las empre-
sas públicas de servicios públicos.

7. Los amparados por el secreto profesional.
8. Los datos genéticos humanos.
Parágrafo. Para efecto de la solicitud de información 

de carácter reservado, enunciada en los numerales 3, 5, 
6 y 7, solo podrá ser solicitada por el titular de la infor-
mación, por sus apoderados o por personas autorizadas 
con facultad expresa para acceder a esa información.

Artículo 25. -
Toda decisión que rechace 

la petición de informaciones o documentos será motiva-
da, indicará en forma precisa las disposiciones legales 
que impiden la entrega de información o documentos 
pertinentes y deberá noti carse al peticionario. Contra 
la decisión que rechace la petición de informaciones o 
documentos por motivos de reserva legal, no procede 
recurso alguno, salvo lo previsto en el artículo siguiente.

La restricción por reserva legal no se extenderá a 
otras piezas del respectivo expediente o actuación que 
no estén cubiertas por ella.

Artículo 26. 
Si la persona interesada insistiere en su peti-

ción de información o de documentos ante la autoridad 
que invoca la reserva, corresponderá al Tribunal Admi-
nistrativo con jurisdicción en el lugar donde se encuen-
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tren los documentos, si se trata de autoridades naciona-
les, departamentales o del Distrito Capital de Bogotá, o 
al juez administrativo si se trata de autoridades distritales 
y municipales decidir en única instancia si se niega o se 
acepta, total o parcialmente la petición formulada.

Para ello, el funcionario respectivo enviará la docu-
mentación correspondiente al tribunal o al juez admi-
nistrativo, el cual decidirá dentro de los diez (10) días 
siguientes. Este término se interrumpirá en los siguientes 
casos:

1. Cuando el tribunal o el juez administrativo soli-
cite copia o fotocopia de los documentos sobre cuya 
divulgación deba decidir, o cualquier otra información 
que requieran, y hasta la fecha en la cual las reciba o -
cialmente.

2. Cuando la autoridad solicite, a la sección del Con-
sejo de Estado que el reglamento disponga, asumir cono-
cimiento del asunto en atención a su importancia jurídica 
o con el objeto de uni car criterios sobre el tema. Si al 
cabo de cinco (5) días la sección guarda silencio, o deci-
de no avocar conocimiento, la actuación continuará ante 
el respectivo tribunal o juzgado administrativo.

Parágrafo. El recurso de insistencia deberá interpo-
nerse por escrito y ser sustentado en la diligencia de 
noti cación, o dentro de los diez (10) días siguientes 
a ella.

Artículo 27. El 
carácter reservado de una información o de determi-
nados documentos, no será oponible a las autoridades 
judiciales, legislativas, ni a las autoridades administra-
tivas que siendo constitucional o legalmente competen-
tes para ello, los soliciten para el debido ejercicio de sus 
funciones. Corresponde a dichas autoridades asegurar la 
reserva de las informaciones y documentos que lleguen 
a conocer en desarrollo de lo previsto en este artículo.

Artículo 28. Salvo dispo-
sición legal en contrario, los conceptos emitidos por las 
autoridades como respuestas a peticiones realizadas en 
ejercicio del derecho a formular consultas no serán de 
obligatorio cumplimiento o ejecución.

Artículo 29. En nin-
gún caso el precio de las copias podrá exceder el valor 
de la reproducción. Los costos de la expedición de las 
copias correrán por cuenta del interesado en obtenerlas.

El valor de la reproducción no podrá ser supe-
rior al valor comercial de referencia en el mercado.

Artículo 30. Cuando 
una autoridad formule una petición de información o 
de documentos a otra, esta deberá resolverla en un tér-
mino no mayor de diez (10) días. En los demás casos, 
resolverá las solicitudes dentro de los plazos previstos 
en el artículo 14.

Artículo 31. La falta de aten-
ción a las peticiones y a los términos para resolver, la 
contravención a las prohibiciones y el desconocimiento 
de los derechos de las personas de que trata esta Parte 
Primera del Código, constituirán falta gravísima para 
el servidor público y darán lugar a las sanciones co-
rrespondientes de acuerdo con el régimen disciplinario.

CAPÍTULO III
Derecho de petición ante organizaciones e insti-

tuciones privadas
Artículo 32. -

-
Toda persona podrá ejercer el derecho de peti-

ción para garantizar sus derechos fundamentales ante 
organizaciones privadas con o sin personería jurídica, 
tales como sociedades, corporaciones, fundaciones, 

asociaciones, organizaciones religiosas, cooperativas, 
instituciones nancieras o clubes.

Salvo norma legal especial, el trámite y resolución 
de estas peticiones estarán sometidos a los principios y 
reglas establecidos en el Capítulo I de este título.

Las organizaciones privadas solo podrán invocar la 
reserva de la información solicitada en los casos expre-
samente establecidos en la Constitución Política y la ley.

Las peticiones ante las empresas o personas que 
administran archivos y bases de datos de carácter -
nanciero, crediticio, comercial, de servicios y las pro-
venientes de terceros países se regirán por lo dispuesto 
en la Ley Estatutaria del Hábeas Data.

Parágrafo 1°. Este derecho también podrá ejer-
cerse ante personas naturales cuando frente a ellas 
el solicitante se encuentre en situaciones de indefen-
sión, subordinación o la persona natural se encuentre 
ejerciendo una función o posición dominante frente al 
peticionario.

Parágrafo 2°. Los personeros municipales y distri-
tales y la Defensoría del Pueblo prestarán asistencia 
e caz e inmediata a toda persona que la solicite, para 
garantizarle el ejercicio del derecho constitucional de 
petición que hubiere ejercido o desee ejercer ante orga-
nizaciones o instituciones privadas.

Parágrafo 3°. Ninguna entidad privada podrá ne-
garse a la recepción y radicación de solicitudes y pe-
ticiones respetuosas, so pena de incurrir en sanciones 
y/o multas por parte de las autoridades competentes.

Artículo 33. 
Sin perjuicio de lo dispues-

to en leyes especiales, a las Cajas de Compensación Fa-
miliar, a las Instituciones del Sistema de Seguridad So-
cial Integral, a las entidades que conforman el sistema 

nanciero y bursátil y a aquellas empresas que prestan 
servicios públicos y servicios públicos domiciliarios, 
que se rijan por el derecho privado, se les aplicarán 
en sus relaciones con los usuarios, en lo pertinente, las 
disposiciones sobre derecho de petición previstas en 
los dos capítulos anteriores.

Artículo 2°.  La presente ley rige a partir 
de la fecha de su promulgación y deroga las disposicio-
nes que le sean contrarias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido 
en el artículo 182 de la Ley 5a de 1992, me permito pre-
sentar el texto de nitivo aprobado en sesión Plenaria del 
Senado de la República el día 4 de diciembre de 2012, 
Proyecto de ley número 65 de 2012 Senado, por medio 

-
, acumula-

do con el Proyecto de ley número 31 de 2012 Senado y 
de esta manera continúe su trámite legal y reglamentario 
en la honorable Cámara de Representantes.

El presente texto fue aprobado en Plenaria de Sena-
do el 4 de diciembre de 2012 con modi caciones.

El Secretario General,
.
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TEXTO DEFINITIVO AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 116 DE 2012 SENADO

(Aprobado en Sesión Ordinaria de la Comisión Sép-
tima Constitucional Permanente del honorable Se-
nado de la República, de fecha diciembre 5 de 2012, 

según Acta número 21, Legislatura 2012-2013)
por la cual se consagra la pensión de jubilación  

paralímpicos, campeones 
mundiales y sus entrenadores.

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

CAPÍTULO ÚNICO
Requisitos para acceder a la pensión de jubilación 
por parte de los medallistas olímpicos y campeones 

mundiales
Artículo 1°. Consagración de la pensión de jubi-

-
peones mundiales. Todo atleta colombiano que logre  
medalla en los Juegos Olímpicos, Paralímpicos o en Cam-
peonatos Mundiales, en cualquier disciplina deportiva, 
tiene derecho a una pensión vitalicia de jubilación.

Artículo 2°. La pensión que por 
esta ley se consagra equivaldrá a los siguientes montos:

Medallistas de Oro, el equivalente a 10 smlmv.
Medallistas de Plata, el equivalente a 8 smlmv.
Medallistas de Bronce, el equivalente a 6 smlmv.
Campeones Mundiales, el equivalente a 10 smlmv.
Artículo 3°. 

. Para tener derecho a la pen-
sión de jubilación o recompensa económica para los 
medallistas olímpicos, paralímpicos y campeones 
mundiales, en cualquier disciplina deportiva, bastará 
con que se acredite la obtención de la presea por el Co-
mité Olímpico Colombiano y/o Coldeportes.

Parágrafo 1°. La pensión para campeones mundiales 
se otorgará exclusivamente en aquellas disciplinas de-
portivas avaladas por el Comité Olímpico Colombiano.

Parágrafo 2°: Cuando la presea se obtenga en de-
portes de conjunto, la pensión la recibirá cada uno de 
los miembros del equipo, cuya conformación la acredi-
tará el Comité Olímpico Colombiano.

Artículo 4°. Cada vez que 
un medallista olímpico, paralímpico o campeón mun-
dial logre nueva medalla olímpica, paralímpica o 
campeonato mundial, tendrá derecho a una boni ca-
ción adicional de dos (2) smlmv que se computará al 
monto de la mesada pensional que esté devengan-
do sin que en ningún caso esta pueda ser superior a 
veinticinco (25) smlmv.

Parágrafo. Para efectos de obtener esta boni cación 
bastará su acreditación como lo dispone el artículo anterior.

Artículo 5°. El entre-
nador también tiene derecho a la pensión de jubilación 
consagrada en esta ley, la cual se reconocerá en el mismo 
monto que se asigna a su pupilo que haya logrado medalla 
olímpica, paralímpica o campeonato mundial.

Parágrafo 1°. Para efectos de obtener esta pensión, 
el Comité Olímpico certi cará quién es el entrenador 
del respectivo atleta que haya obtenido medalla olím-
pica, paralímpico o campeonato mundial.

Parágrafo 2° En los eventos en que exista más de un 
entrenador por atleta, únicamente se entregará la pen-
sión a quien el Comité Olímpico acredite como entre-
nador principal.

Parágrafo 3°. Si el entrenador sirve a su vez a varios 
atletas que hayan obtenido medalla olímpica, paralím-

pica o campeonato mundial, solamente tendrá derecho 
a una pensión y una boni cación adicional en su caso.

Artículo 6°. -
. La presente pensión la deberá 

reconocer y pagar el Estado, a través de Colpensiones 
o la entidad que haga sus veces.

Artículo 7°. Esta 
pensión se reajustará de o cio cada año, a partir del 1º 
de enero del año siguiente a su reconocimiento, en el 
mismo porcentaje en que se incremente el IPC, con el 

n de mantener su poder adquisitivo.
Artículo 8°. . La presente ley rige a partir 

de la fecha de su promulgación y deroga las disposicio-
nes que le sean contrarias.

El anterior texto, conforme en lo dispuesto en el artí-
culo 165 de la Ley 5ª de 1992 ( rma del ponente, una vez  
reordenado el articulado que constituye el texto de nitivo).

El ponente,

Senador de la República.
COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL 

PERMANENTE DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

En Sesión Ordinaria de la Comisión Séptima Cons-
titucional Permanente del Senado de la República, del 
día cinco (5) de diciembre del año dos mil doce (2012), 
según Acta número 21, fue considerado el informe de 
ponencia para primer debate y el texto propuesto al 
Proyecto de ley número 116 de 2012 Senado, por la 
cual se consagra la pensión de jubilación para meda-

presentado por el honorable Sena-
dor Ponente .

De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 5° del Acto 
Legislativo número 01 de 2009, votación pública y no-
minal y a la Ley 1431 de 2011, 

, se obtuvo la siguiente votación:
- Puesta a consideración la proposición con que ter-

mina el informe de ponencia positivo presentado por el 
honorable Senador Ponente: Gabriel Ignacio Zapata Co-
rrea, este fue aprobado con votación ordinaria, por diez 
(10) votos a favor y ninguno en contra, ninguna absten-
ción, sobre un total de trece (13) Senadores integrantes 
de la Comisión. Los honorables Senadores que votaron 
a rmativamente fueron: Correa Jiménez Antonio José, 
Delgado Ruiz Edinson, García Romero Teresita, Jimé-
nez Gómez Gilma, Ramírez Ríos Gloria Inés, Rendón 
Roldán Liliana María, Sánchez Montes de Occa Astrid, 
Santos Marín Guillermo Antonio, Wilches Sarmiento 
Claudia Jeanneth y Zapata Correa Gabriel.

- Puesta a consideración la proposición de votación 
en bloque (propuesta por el honorable Senador Edin-
son Delgado Ruiz quien además solicita la omisión de 
la lectura del articulado), la votación del articulado en 
bloque (con proposiciones modi cativas presentadas 
por la honorable Senadora Gloria Inés Ramírez Ríos, 
a los artículos 3° y 4°), el título del proyecto (también 
con proposición de modi cación presentada por la Se-
nadora Ramírez) y el deseo de la Comisión de que este 
proyecto tuviera segundo debate, se obtuvo su aproba-
ción con votación ordinaria, por diez (10) votos a favor 
(Correa Jiménez Antonio José, Delgado Ruiz Edinson, 
García Romero Teresita, Jiménez Gómez Gilma, Ra-
mírez Ríos Gloria Inés, Rendón Roldán Liliana María, 
Sánchez Montes de Occa Astrid, Santos Marín Gui-
llermo Antonio, Wilches Sarmiento Claudia Jeanneth 
y Zapata Correa Gabriel), ninguno en contra y ninguna 

T E X T O S   D E F I N I T I VO S
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abstención, sobre un total de trece (13) Senadores inte-
grantes de la Comisión.

- La honorable Senadora Gloria Inés Ramírez Ríos 
presentó proposiciones modi cativas, avaladas por el 
ponente, el honorable Senador Gabriel Zapata Correa, 
a los artículos 3° y 4° y al Título, así:

Al artículo 3°, la Senadora Ramírez presentó pro-
posición modi cativa al parágrafo 2°, en el sentido de 
eliminar las expresiones “el campeonato mundial” y 
“recibirán todos” y agregar las expresiones “la presea 
se obtenga” y “recibirá cada uno”, quedando aproba-
do de la siguiente manera:

“Artículo 3°. Requisitos para acceder a la pensión 
de medallistas olímpicos. -
sión de jubilación o recompensa económica para los 

-

Parágrafo 1°. La pensión para campeones mundiales 
-

la presea se obtenga en de-
recibirá cada uno de 

-

Al artículo 4°, la Senadora Ramírez presentó pro-
posición modi cativa al inciso 1°, en el sentido de 
eliminar las expresiones “si un” y “a la pensión que 
devengue” y agregar las expresiones: “Cada vez que”, 
“paralímpica” y “que se computará al monto de la 
mesada pensional que esté devengando sin que en 
ningún caso esta pueda ser superior a veinticinco 
(25)”, quedando aprobado de la siguiente manera:

“Artículo °. oni cación adicional. Cada vez que 

logre paralímpica o campeona-

que se computará al monto de la me-
sada pensional que esté devengando sin que en ningún 
caso esta pueda ser superior a veinticinco (25) smlmv.

Parágrafo. -
-

Puesto a consideración el título del proyecto, fue 
aprobado de la siguiente manera: “por la cual se consa-

 
tal como fue aprobado según proposición presentada por 
la honorable Senadora Gloria Inés Ramírez Ríos.

Las proposiciones reposan en el expediente.
- Seguidamente fue designado ponente para segundo 

debate, en estrado, el honorable Senador ponente: Gabriel 
Zapata Correa. Término reglamentario de cinco (5) días 
calendario, contados a partir del día siguiente de la desig-
nación en estrado, susceptibles de solicitar prórroga.

- La relación completa del primer debate se halla con-
signada en el Acta número 21, del miércoles cinco (5) de 
diciembre de dos mil doce (2012), legislatura 2012-2013.

- Conforme a lo dispuesto en el artículo 8° del Acto 
Legislativo número 001 de 2003 (último inciso del ar-
tículo 160 de la Constitución Política), el anuncio del 
Proyecto de ley número 116 de 2012 Senado se hizo 
en las siguientes sesiones ordinarias: Martes 27 de no-
viembre de 2012, según Acta número 19. Miércoles 28 
de noviembre de 2012, según Acta número 20.

Iniciativa: honorable Senador Gabriel Zapata Correa.
Ponente en Comisión Séptima de Senado, Honora-

ble Senador Gabriel Zapata Correa.
- Publicación proyecto original: Gaceta del Con-

greso número 625 de 2012.

- Publicación ponencia para primer debate Comi-
sión Séptima Senado: Gaceta del Congreso número 
832 de 2012.

Número de artículos proyecto original: Ocho (8) 
artículos.

Número de artículos texto propuesto Comisión Sép-
tima de Senado: Ocho (8) artículos.

Número de artículos aprobados Comisión Séptima 
de Senado: Ocho (8) artículos.

Radicado en Senado: 18-09-2012.
Radicado en Comisión: 20-092 012
Ponencia positiva en primer debate: 21-11-2012.
El Secretario,

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL  
PERMANENTE DEL HONORABLE  

SENADO DE LA REPÚBLICA
Bogotá, D. C., a los once (11) días del mes de di-

ciembre año dos mil doce (2012). En la presente fecha 
se autoriza la publicación en la Gaceta del Congreso, 
del texto de nitivo aprobado en primer debate en la 
Comisión Séptima del Senado, en sesión ordinaria de 
diciembre cinco (5) de 2012, según Acta número 21, en 
seis (6) folios, al Proyecto de ley número 116 de 2012 
Senado, por la cual se consagra la pensión de jubi-

-
. Autoría del pro-

yecto de ley honorable Senador Gabriel Ignacio Zapata 
Correa. Lo anterior, en cumplimento de lo ordenado en 
el inciso 5° del artículo 2° de la Ley 1431 de 2011.

El Secretario,

C O N T E N I D O

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2012

Gaceta número 939 - Miércoles, 12 de diciembre de 2012
SENADO DE LA REPÚBLICA

Págs.
TEXTOS APROBADOS EN PLENARIA

Texto aprobado al Proyecto de Acto legislativo número 12 
de 2012 Senado, 116 de 2012 Cámara, aprobado en se-
sión plenaria del Senado de la República el día 4 de di-
ciembre de 2012, por el cual se modi ca el artículo 176 
de la Constitución Política, para fortalecer la representa-
ción en el Congreso de la República de los colombianos 
residentes en el exterior .................................................  1

Texto aprobado al Proyecto de Acto legislativo número 
16 de 2012 Senado, 192 de 2012 Cámara, aprobado en 
Segunda Vuelta en la Sesión Plenaria del Senado de la 
República el día 11 de diciembre de 2012, por la cual se 
reforman los artículos 116, 152 y 221 de la Constitución 
Política de Colombia .....................................................  2

Texto aprobado del Proyecto de ley número 52 de 2012 
Senado, 225 de 2012 Cámara, aprobado en Sesión Ple-
naria del Senado de la República el día 11 de diciem-
bre de 2012, por medio de la cual se rinde homenaje 
al Folclore Veleño, Festival Nacional de la Guabina 
y el Tiple, Des le de las Flores, Parranda Veleña y se 
dictan otras disposiciones “Ley Francisco Benavides” .  3

TEXTOS DEFINITIVOS
Texto de nitivo del Proyecto de ley número 116 de 2012 

Senado (Aprobado en Sesión Ordinaria de la Comisión 
Séptima Constitucional Permanente del honorable Se-
nado de la República, de fecha diciembre 5 de 2012, 
según Acta número 21, Legislatura 2012-2013), por la 
cual se consagra la pensión de jubilación para medallis-
tas olímpicos, paralímpicos, campeones mundiales y 
sus entrenadores ............................................................  1

Texto de nitivo aprobado al Proyecto de ley número 65 de 
2012 Senado, acumulado con el Proyecto de ley número 
31 de 2012 Senado, aprobado en sesión plenaria el día 4 
de diciembre de 2012, por medio de la cual se regula el 
derecho fundamental de petición y se sustituye un títu-
lo del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. .........................................  3


